Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 12 minutos.) 


Está pendiente la designación del Vicepresidente, que había quedado en manos del Partido 
Nacional, pero aparentemente aún seguimos manteniendo ese punto aplazado. 


SEÑOR NOVALES.- Previamente, y aprovechando la presencia del señor Comisionado, quiero 
informar a esta Comisión bicameral que la semana pasada la Comisión de Derechos Humanos de la 
Cámara de Representantes visitó la ciudad de Mercedes y, concretamente, la cárcel departamental de 
Soriano. Voy a ser breve porque me gustaría que el informe lo diera el señor Esteban Pérez -que en 
este momento no se encuentra presente- porque es el Presidente de la Comisión y uno de los 
integrantes de la delegación. Posteriormente a la visita, un diario titula: “El Diputado Esteban Pérez 
indicó que no solamente los presos ven vulnerados sus derechos”. Declaró que “Estamos violando los 
derechos humanos, porque la cárcel de Mercedes incluso para animales está en malas condiciones”. 
Cuando visitamos un establecimiento carcelario o una de las colonias de Salud Pública, el colega 
Pérez siempre tiene la inquietud de probar la comida. En definitiva, ¿cuál fue la inquietud que nos llevó 
a visitar la cárcel de Mercedes, cuando es sabido que en este momento se culminaron los proyectos, 
se hizo un llamado a licitación y se está concretando la adjudicación de la obra? Precisamente, fue la 
de remarcar, porque todos sabemos que en las cuestiones administrativas y públicas muchas veces 
una urgencia supera a la otra y, por motivos muchas veces válidos, algunas cuestiones van quedando 
postergadas porque surge una nueva urgencia. Ahora bien, como originarios del departamento de 
Soriano, lo que nosotros pretendíamos era que se viera no solamente la urgencia, sino la extrema 
necesidad en cuanto a que esa cárcel no puede seguir funcionando. Recuerdo una película de los años 
sesenta o setenta, que tenía que ver con una cárcel de Turquía, y creo que era un paraíso, en muchos 
aspectos, comparada con la cárcel de Mercedes. En ese sentido, pienso que vale la pena escuchar el 
informe que brindará el Representante Pérez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer una consulta a los señores Legisladores. El Representante 
Michelini ha planteado la dificultad de seguir reuniéndonos los jueves a las 5 de la tarde. Entonces, 
planteo si puede existir la posibilidad de que nos reunamos el último jueves de cada mes, pero a las 3 
de la tarde, o si eso interfiere con el trabajo de alguna comisión o actividades que se estén 
desarrollando por parte de los Legisladores. 


SEÑORA DALMÁS.- Normalmente, al menos en los primeros 18 días del mes, en el Senado sesiona la 
Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social los jueves a las 15 horas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta Comisión sesiona el último jueves de cada mes. 


SEÑORA DALMÁS.- Si es el último jueves del mes, exceptuando el próximo, que estaremos 
trabajando en la Rendición de Cuentas, no tendría inconveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aparentemente, entre los Legisladores presentes el día de hoy no habría 
inconveniente en adelantar la sesión dos horas y sesionar a las 15 horas. De todos modos, solicitamos 
a la secretaria que haga las consultas pertinentes con el resto de los integrantes de la Comisión. 


SEÑOR NOVALES.- Creo que esto es muy conveniente, al menos para los Diputados que somos del 
interior y que pretendemos viajar hacia nuestros localidades. Si la reunión es a las 17 horas y termina 
sobre las 19, muchas veces conlleva -obviamente, es parte de nuestras obligaciones- que nos 
tengamos que quedar un día más en Montevideo, porque no se puede viajar por aspectos climáticos o 
de distancia. Entonces, yo estaría muy de acuerdo en fijar la reunión de esta Comisión para la hora 15, 
obviamente cuando no exista otra actividad simultánea, tal como explicó la Senadora Dalmás. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por tanto, en un principio, salvo que haya algún problema expreso por parte 
de algún otro miembro, estaríamos convocando la próxima sesión -no sé si citaremos para el mes que 


viene, pues los Senadores estaremos considerando la Rendición de Cuentas- para las 15 horas, 
probablemente en octubre. 


A continuación, pasamos a considerar el segundo punto del Orden del Día, para cuyo 
tratamiento asiste en el día de hoy el Comisionado Parlamentario, quien nos brindará el informe sobre 
las normas legales. 


SEÑOR GARCÉ.- Saludo al señor Presidente, y por su intermedio a todos los miembros de la 
Comisión. 


Esta es la primera vez que comparezco ante esta Comisión bajo la Presidencia del Senador 
Martínez, aunque en estos 60 días ya hemos compartido actividades en el terreno. Me parece que es 
una buena ocasión para recordar las tres Presidencias anteriores: la del entonces Senador Víctor 
Vaillant, primero; luego la de la Diputada Daniela Payssé y, en tercer término, la de la Senadora Lucía 
Topolansky con quienes, con estilos distintos, hemos trabajado realmente muy bien. 


Por otro lado, quiero destacar que este trabajo, que en su momento fue propuesto por el 
Diputado Trobo, llevó un tiempo de elaboración, pues hemos tenido que hacer un relevamiento de gran 
cantidad de normas: 34 leyes, 16 decretos y decenas de resoluciones. En este sentido, debo decir que 
la colaboración de la doctora Mariela Gilet, exprosecretaria de esta Comisión y actual integrante de la 
Oficina, ha sido fundamental. Los integrantes de la Comisión han recibido un ejemplar en papel del 
informe y hace unos minutos hemos entregado un disco compacto con la versión electrónica, a través 
de la cual los señores Legisladores podrán acceder a la totalidad de los documentos, con los enlaces 
correspondientes. 


Los temas han sido ordenados en diez ítems. El primero de ellos es la Ley de Humanización 
de Cárceles de 2005; el segundo, la Ley de Emergencia Carcelaria N* 18.667; el tercero, el tema de las 
salidas transitorias; el cuarto, las cuestiones relacionadas con la prisión preventiva; el quinto, la guardia 
perimetral y control de acceso y egreso de las prisiones; el sexto, la cuestión vinculada a la salud; el 
séptimo, el Instituto Nacional de Rehabilitación; el octavo, otros aspectos jurídicos inherentes a la 
gestión penitenciaria; el noveno, las normas presupuestales y, el décimo, una norma vinculada a la 
oficina del Comisionado Parlamentario. 


En primer término, hicimos una búsqueda general de las normas, las ordenamos por tema y 
luego, intentando cumplir con lo que se nos había solicitado, realizamos una evaluación del grado de 
avance en cada una de las diez áreas. 


Realizaré un comentario general del trabajo que los señores Legisladores ya tienen; tal vez se 
pueda agregar algo más y quedo a disposición por cualquier duda, pregunta o ampliación que 
entiendan necesario realizar. 


La primera observación de carácter preliminar que me gustaría realizar es que cuando 
empezamos a relevar el material, observamos que en comparación con períodos anteriores, la 
profusión es muy amplia. Si tomamos el período 2005-2012, encontramos que existe una gran cantidad 
de normas  -ya sea leyes, decretos del Poder Ejecutivo, otras normas reglamentarias y documentos 
en general- que refieren a la cuestión penitenciaria. Si miramos el tema con perspectiva, vemos que a 
partir de 2005 -este es un indicador objetivo muy importante- la cantidad de normas que se produjeron 
es mayor que en períodos anteriores. En un primer análisis general de ese conjunto de normas 
encontramos una excepcional, la Ley N* 17.897; una norma de emergencia, la Ley N* 18.667; una gran 
cantidad de cambios al Código Penal y al Código del Proceso Penal -en principio, este ítem no estaba 
incluido en el objeto del informe, pero nos pareció importante relacionarlo- y finalmente, encontramos 
normas presupuestales a través de las cuales se crean cargos y se asignan recursos, aspecto que 
también tiene una gran importancia en el análisis del tema. 


Sintetizando los mayores avances y los aspectos pendientes, diría que hay tres aspectos a 
destacar como positivos y tres cuestiones pendientes. En cuanto a los aspectos positivos, debemos 
destacar, en primer lugar, las inversiones que se han dispuesto por Leyes de Presupuesto, Rendiciones 


de Cuentas y la Ley de Emergencia con su correspondiente ejecución. Básicamente, me refiero a la 
construcción de 3.000 plazas. En segundo término, cabe señalar que en este período se han creado 
casi 2.000 cargos: 462 en el período 2005-2010 y 1.500 en el actual. 


SEÑOR MOREIRA.- Disculpe la interrupción, señor Comisionado. 


Me surge una duda con respecto a las 3.000 plazas que se han enfatizado en el informe. 
Tengo entendido que se crearon 3.000 plazas, pero al mismo tiempo se desafectaron algunos 
establecimientos carcelarios, llámense las latas de Libertad, la cárcel de Rocha u otros que se estaban 
reciclando. Si hacemos un balance, ¿hay o no 3.000 plazas nuevas que se han agregado? 


SEÑOR GARCÉ.- Si bien analizaré este tema más adelante con mayor detalle, ahora me estoy 
refiriendo a 3.000 plazas construidas. A ellas hay que descontar las plazas que se cierran por la 
clausura de los celdarios metálicos en la cárcel de Libertad, la cárcel de Rocha, la vieja cárcel de San 
José y, en este momento, habría que descontar transitoriamente los módulos 4 y 5 del Comcar. 


El tercer tema en el que creo que ha habido un avance -tal vez a la Comisión le parezca un 
aspecto mínimo, pero a mi juicio no lo es- es el relativo a que estamos pasando el invierno. Es decir 
que en un contexto de emergencia, como el que ocurrió a partir de la última semana del mes de abril, 
pasar el invierno significaba un tema de cuidado. En ese sentido, creo que con el tiempo se van a 
poder valorar las medidas de intervención urgente luego del 25 de abril, es decir, el traslado de más de 
1.000 personas dentro del sistema penitenciario. 


Por otro lado, existen, a mi juicio, tres grandes temas que aún están pendientes. En primer 
término, la reforma del Código Penal y del Código del Proceso Penal, tema muy importante que ya está 
planteado. En segundo lugar, la reglamentación y puesta en funcionamiento del artículo 2” de la Ley 

N* 18.717, es decir, el control de acceso y egreso de personas y vehículos de todos los 
establecimientos. Y en tercer término, la aplicación efectiva del artículo 14 de la Ley de Humanización 
de Cárceles, que estableció un sistema de inclusión en toda contratación de obra pública de por lo 
menos un 5% de las personas registradas en la bolsa de trabajo del Patronato. Es decir, entonces, que 
hay tres grandes aspectos a destacar y otros tres grandes aspectos pendientes. 


A continuación, comenzaré con el desglose de cada uno de los ítems a efectos de enfatizar lo 
que figura en el informe. Con respecto a la Ley de Humanización del Sistema Carcelario, Ley N* 
17.897, no hay que olvidar un antecedente relevante; me refiero al discurso del 1? de marzo de 2005 
del doctor Tabaré Vázquez cuando asumió como Presidente de la República y declaró la emergencia 
humanitaria en el sistema carcelario. Esa ley refirió a múltiples aspectos de los cuales quiero destacar 
tres, no porque nos olvidemos del resto, sino porque considero que son los más importantes: el 
régimen de libertades dispuesto por el capítulo l; la redención de la pena por trabajo o estudio, 
establecida en el artículo 13, y a la inclusión de personas que sean liberadas y que estén registradas 
en la Bolsa de Trabajo del Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados, dispuesta en el artículo 
14. 


El capítulo | de la mencionada ley, en sus artículos 1% a 7% estableció aquel régimen 
excepcional de libertades provisionales y anticipadas en virtud del cual entre el primer semestre de 
2005 y algunos meses de 2007 se examinaron todos los casos y las situaciones que estaban incluidas 
en la norma. Se llegó a la conclusión de que se liberaron 827 personas -488 en Montevideo y zona 
metropolitana, y 339 en el resto del país- y al cabo de un tiempo -ya tenemos la perspectiva como para 
situar cuál fue el nivel de reingresos- podemos decir que por reincidencia o por incumplimiento del 
régimen de vigilancia posterior -lo que conllevaba la revocación del beneficio- retornaron a distintos 
establecimientos 325 personas, es decir un 39,25%. Ese es el número consolidado; en alguna 
oportunidad, en ocasión del primer informe al Parlamento se mencionó una reincidencia del 22%, pero 
ello estaba acotado a lo que había ocurrido entre 2005 y 2006. Naturalmente, faltaba tener una 
impresión definitiva. Esa cifra de casi un 40% es llamativamente similar a la que se dio luego de la 
liberación -el antecedente que se contaba- a través de la Ley N* 15.743, es decir, la segunda ley de 
amnistía de mayo de 1985. 


¿Cuál es la lectura que se puede hacer? En este caso, el nivel de reingresos fue de 
aproximadamente un 40%, y se perfiló sobre cuáles fueron los liberados, es decir que hubo una 
selección en función de determinados tipos delictivos que quedaban excluidos. Fue muy importante la 
intervención preceptiva del Patronato, que hizo que el nivel de reingresos fuera un 25% menor que el 
normal nivel de reincidencia hoy situado en el orden del 65%; es decir que aquí fue menor. Creo, 
entonces, que por un lado está el tipo de liberado, pero por otro hay un factor muy importante que fue 
la intervención del Patronato, lo que demuestra que cuando hay un proceso de seguimiento posterior a 
la liberación, la reincidencia tiende a disminuir. 


El segundo aspecto es la redención de la pena por trabajo y estudio. Esta fue una muy buena 
idea, que ha tenido buenos resultados en el Derecho Comparado. Creo que la inclusión de esta norma 
fue un verdadero acierto del Parlamento en su momento. Y, luego de años de aplicación, lo que 
podemos ver es un resultado muy dispar. Hay establecimientos, como, por ejemplo, Piedra de los 
Indios, en Colonia, donde el 80% de las personas privadas de libertad trabajan o estudian. Esto es lo 
más cercano al nivel óptimo. Hay otros establecimientos donde ese nivel puede andar en el 50%. Pero 
en aquellos donde la sobrepoblación es mayor y tenemos niveles críticos, solamente una minoría, 
dentro de ese conjunto de personas privadas de libertad, puede acceder al beneficio. De manera que 
donde ha rendido más la ejecución de la medida es, sin duda, en aquellos establecimientos en los que 
hay condiciones más favorables, es decir, menos hacinamiento, menos sobrepoblación y, por lo tanto, 
más posibilidades de inclusión en el trabajo y el estudio. 


En la aplicación encontramos, además, muy buenas prácticas, que hay que destacar, y 
también algunos ejemplos contrarios. Como ejemplo de buena práctica hay que recordar la cárcel 
departamental de Paysandú desde el primer semestre del año 2006. Allí, entre otras reformas que 
hicieron que la cárcel avanzara notablemente, se instrumentó una oficina de registro de las horas 
trabajadas, una oficina de gestión de la redención de la pena, que estaba gestionada conjuntamente 
por personas privadas de libertad de ambos sexos y además funcionarios policiales. Es una 
experiencia de integración que dio una gran transparencia y, sobre todo, una gran confianza. En el otro 
extremo, hubo algunos establecimientos -como Canelones, por ejemplo, allá por el año 2006 o 2007- 
donde hubo denuncias sobre posibles hechos de corrupción, que habrían consistido en una 
sobredeclaración de horas trabajadas. Esto se denunció, dio lugar a investigaciones internas en el 
Ministerio del Interior y lo que generó, en definitiva, fue una desconfianza, es decir, los Magistrados, a 
quienes les correspondía hacer la liquidación de la pena, tenían dudas con respecto a la confiabilidad 
de los registros. 


En materia de educación, destaco que desde 2005 a la fecha se ha avanzado notablemente 
en educación primaria. La medida, que en su momento se dispuso, de designar por lo menos un 
maestro en cada uno de los establecimientos, tuvo sus resultados, y la posibilidad de inclusión dentro 
de educación primaria mejoró muchísimo. Ha sido más difícil constatar un avance en Secundaria o en 
UTU, porque la designación de docentes, evidentemente, es un poco más compleja. No es lo mismo 
designar un maestro que atienda a quienes no han completado la escuela primaria que nombrar todos 
los profesores para cada uno de los años en la educación secundaria o técnico-profesional. 


El tercer aspecto de la ley de humanización es la cuestión del artículo 14, en materia de 
inclusión. Este también fue un acierto, tan importante como el anterior, pero aquí lamentablemente 
hemos visto un incumplimiento de la norma. Si bien fue reglamentada en su momento por el Decreto N* 
226/006, no se llegó a un adecuado cumplimiento. Tenemos referencia de poco más de diez casos, de 
manera que el cumplimiento ha sido solamente testimonial. Y me parece que aquí hay una herramienta 
que hay que poner en práctica, porque las contrataciones de obras públicas se dan frecuentemente, la 
posibilidad de incluir a estas personas en las condiciones que preveían la ley y la reglamentación 
existe, y considero que sería un muy buen instrumento de reinserción social. Por lo tanto, creo que 
aquí hay un elemento como para trabajar y, en ese sentido, si no se quiere sancionar a los 
incumplidores, por lo menos lo que se debería hacer es bonificar a los que acatan la norma, tal como 
está previsto en el artículo 14 de la ley de humanización. 


Nos referiremos ahora al tema de los convenios. A partir del año 2010 se ha celebrado una 
cantidad creciente de convenios entre el Ministerio del Interior, por sí o a través del Patronato Nacional 
de Encarcelados y Liberados, y distintos organismos públicos o privados, como las Intendencias. Los 
señores Legisladores encontrarán relacionados, a modo de ejemplo, una serie de convenios que se 


han concretado. Creo que allí hay dos elementos de importancia cualitativa a destacar. En muchos 
casos las cuadrillas han sido mixtas, es decir, han estado integradas por hombres y mujeres que salen 
a trabajar del establecimiento. Esta es una experiencia que no se tenía. Y también se ha dado en 
algunos casos -lo que me parece muy destacable- la coparticipación de personas que están privadas 
de libertad con liberados. Es decir que no solo se da la interacción entre hombres y mujeres, sino 
también entre privados de libertad y personas que ya se encuentran en libertad. 


El segundo aspecto está vinculado a la Ley N* 18.667, que es la ley de emergencia carcelaria. 
Esta ley, en su artículo 1%, estableció la asignación de una partida de unos $ 292:000.000, que al tipo 
de cambio de aquel momento eran prácticamente unos US$ 14:000.000. En segundo lugar se daba el 
respaldo jurídico para la utilización de locales del Ministerio de Defensa Nacional en caso de que fuera 
necesario. Esta era una facultad para el Poder Ejecutivo, no una obligación. Y en tercer término se 
preveía la creación de 1.500 cargos de operadores penitenciarios. 


Veamos ahora qué se ha hecho en cada una de estas áreas. 


En cuanto a la partida de US$ 15:000.000, se sumó a los rubros que habían sido dispuestos 
por las leyes de Rendición de Cuentas de 2006 y 2007. Entre esos años se asignaron fondos 
extraordinarios al Ministerio del Interior, con lo cual se iniciaron algunas obras -como la nueva cárcel 
departamental de Rivera- se culminó la cárcel departamental de San José, se inició la construcción del 
Módulo 8 del Comcar y del Celdario N* 2 de Libertad, se hicieron las obras de la cárcel de Las Rosas y 
el Establecimiento Campanero y se realizó la reforma en Punta de Rieles, entre otras. También se 
efectuaron algunas obras de refacción y de mantenimiento en distintos establecimientos. Esta partida 
permitió terminar aquellas obras y, en algunos casos, ampliarlas. Por ejemplo, a la cárcel 
departamental de Rivera se le agregó un cuarto piso, con lo cual se llevó la cantidad de plazas a 400, 
cuando en principio iba a ser para 300. Pero la ampliación más significativa fue en la cárcel de Las 
Rosas, donde en principio la capacidad inicial prevista era de 256 plazas y se duplicó. 


Estas obras fueron ejecutadas; en la página 15 del informe se puede encontrar un detalle de 
las obras terminadas, de las que están próximas a concluir y de las anunciadas. Al respecto, hay que 
prever la necesidad no solo de ampliar el Comcar, sino también de reconstruir los Módulos 4 y 5. Por 
razones de brevedad, me remito a lo que los señores Legisladores tienen en el informe. 


El segundo aspecto de esta ley de emergencia, que era la facultad del Ministerio del Interior 
de recurrir a locales del Ministerio de Defensa Nacional, no fue utilizado, pero es una medida de 
respaldo muy importante. No se recurrió a esta norma ni siquiera en momentos de crisis. Cuando a 
partir del 25 de abril se generó la situación con los motines y la pérdida de dos módulos en el Comcar, 
existía la posibilidad de acudir a esta medida de emergencia, pero, dentro de las potestades 
discrecionales que tiene, el Poder Ejecutivo optó por mantener a las personas privadas de libertad 
dentro de recintos del Ministerio del Interior. De todas maneras, reitero, me parece que la posibilidad de 
contar con ese respaldo es muy importante y por eso es que, entre las conclusiones del informe, 
planteo la necesidad de prever una extensión del ámbito temporal de validez de la norma, que en 
principio está acotado al 31 de marzo de este año. Creo que la posibilidad de que el Poder Ejecutivo 
cuente con esta facultad -insisto en que no es una obligación- de utilizar eventualmente en situaciones 
de emergencia, si fuera necesario, algunos locales del Ministerio de Defensa Nacional, debería 
mantenerse. 


Finalmente, el tercer aspecto refiere a la creación de 1.500 cargos de operador penitenciario, 
prevista por el artículo 4% de la norma. Al respecto, hemos podido saber que se proveyó el 49% de los 
cargos creados. Han ingresado 356 operadores penitenciarios en los Grados 1, 3 y 5 y el resto, es 
decir, la diferencia entre 745 y 356, está constituido por los candidatos que están en este momento 
realizando la capacitación y que próximamente serán incorporados como operadores penitenciarios. 


En cuarto lugar -aclaro que estoy tocando los temas rápidamente por una cuestión de 
brevedad- voy a referirme al régimen de salidas transitorias. Es notorio que a veces no se entiende la 
importancia de las salidas transitorias, que son un pilar del régimen de la progresividad. Esto implica 
que la vida en reclusión debe pensarse atendiendo a la futura vida en libertad. Por lo tanto, debe 
parecerse cada día más a la futura vida en libertad y cada día menos a la vida entre rejas. Dentro de 


los mecanismos de ejecución de la progresividad tenemos normas como, por ejemplo, las que prevén 
la clasificación y el tratamiento de las personas privadas de libertad. Las salidas transitorias son 
también un aspecto esencial en el régimen de la progresividad. Se han modificado distintos aspectos 
de trámite, pero hay uno en particular que quiero destacar y es que la ampliación a un máximo de 72 
horas por semana fue una medida muy atinada. Recuerdo que en su momento la Comisión de Apoyo a 
la Educación en Cárceles, CAEC -que era un grupo integrado por distintos organismos y que trabajó 
muy bien- compareció ante esta Comisión y presentó ese anteproyecto. El máximo previsto por la 
redacción original del artículo 61 y siguientes del Decreto-Ley N* 14.470 era de 48 horas, pero lo que 
se propuso en aquel anteproyecto, que finalmente fue la Ley N* 18.690, implicó la posibilidad de que se 
extendiera hasta 72 horas semanales, lo que facilitó sobre todo la inserción de personas privadas de 
libertad en establecimientos de enseñanza. Más allá de que no haya habido un cambio cuantitativo en 
las personas que acceden al beneficio de las salidas transitorias -hoy son alrededor de un 8% o un 9%- 
eso tiene un valor cualitativo enorme. En general sucede que cuando una persona que hace uso de 
una salida transitoria comete un delito, rápidamente es noticia; pero cuando semana a semana más de 
800 personas vuelven a tiempo de sus salidas transitorias, cumplen con los trabajos o los estudios 
que realizan fuera del establecimiento, eso no es noticia. Esta norma posibilitó la inserción en 
establecimientos educativos y por eso destaco su importancia cualitativa. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Creo recordar que presentamos y firmamos esa ley, justamente luego de una 
visita de la Comisión de Apoyo a la Educación en Cárceles y, además, porque el Patronato de la época 
insistió muchísimo en eso. Si mal no recuerdo, también había discrecionalidad por parte de los jueces 
en cuanto a la interpretación de las 48 horas, cosa que se subsanó con la propia ley. Me parecía bueno 
traerlo a colación porque comparto su apreciación acerca de las bondades de esa ley que, aunque 
pequeña o intrascendente, mejoró sustancialmente el problema que teníamos en aquel momento con 
respecto a esas salidas. 


SEÑOR GARCÉ.- Creo que es muy importante remarcar que antes de la promulgación de la Ley N' 
18.690 alguien que tenía salidas transitorias y estaba trabajando, pero quería estudiar, tenía que 
renunciar al trabajo para ocupar las horas dentro de ese máximo de 48. Lo que pasaba en la práctica 
era que se miraba para el costado y si esa persona llegaba a más horas porque estaba estudiando, se 
le permitía, pero no dejaba de ser una ilegalidad. En ese sentido, creo que esas ¡legalidades no son ni 
buenas ni malas, pero no se puede ir más allá de las normas y por eso considero que cualitativamente 
fue una norma muy buena. 


En quinto término, está la cuestión planteada por la Ley N* 18.717, es decir, todo lo relativo a 
la seguridad externa, guardia perimetral y control de acceso e ingreso a los establecimientos 
penitenciarios. Ya me referí al problema de la falta de reglamentación del artículo 2”, que hasta ahora 
no ha permitido que se aplique lo previsto por la Asamblea General para que los funcionarios militares 
controlen a todas las personas y a todos los vehículos que entren o salgan de los establecimientos, 
porque es muy importante controlar lo que entra y lo que sale de las cárceles. En ese sentido, con 
respecto a la guardia perimetral, debemos tener en cuenta los distintos antecedentes, y los señores 
Legisladores los tienen desde el año 1997 en adelante. Primero fue el Ejército -y luego, en términos 
más amplios, el Ministerio de Defensa Nacional- que viene cumpliendo una tarea fundamental en una 
cantidad de establecimientos como el Comcar o la cárcel de Libertad, y posteriormente se agregaron 
las cárceles de Canelones y de Rivera, Las Rosas y el Centro Metropolitano de Reclusión Femenina, 
aunque es probable que en el futuro sean aún más. Esto por un lado hace necesario el reconocimiento 
de la gran tarea que ha hecho el Ministerio de Defensa Nacional, que en algunos casos ha sido en 
medio de condiciones sumamente precarias. 


Ya lo referí a la Comisión, pero creo que es importante recordar que en octubre de 2009, en el 
perímetro de la cárcel Las Rosas se había llegado a una situación de caos. Había tres policías por 
noche, el alambrado era de la década de los setenta, girado a cuarenta y cinco grados y sostenido por 
unos tensores; y tan así era que alguna vez dije en la Comisión que si uno movía el tejido, se caía solo. 
En esa circunstancia se dispuso que el Ejército Nacional comenzara a cumplir la guardia perimetral de 
seguridad y la verdad es que en los establecimientos donde está el Ejército, no solo se ha reafirmado 
la seguridad externa, sino que la sola presencia de los efectivos ha operado como un factor disuasivo 
en lo interno. Había establecimientos con permanentes problemas de falta de disciplina y de no 
acatamiento de normas esenciales, pero cuando el Ejército se constituyó en el exterior comenzaron a 
cambiar. En el caso de la cárcel Las Rosas creo que es bueno recordar que los primeros meses 


estuvieron en carpas, con baños de madera, y que los efectivos del Ministerio de Defensa Nacional 
cumplieron la tarea con absoluta responsabilidad; si bien hoy tienen otra infraestructura, es necesario 
que recordemos eso para hacerles el reconocimiento que se merecen. 


Otro aspecto es el control de ingreso y egreso. Desde hace mucho tiempo venimos 
insistiendo en que hay un sistema de control ineficiente e hipócrita, porque permite, o ha permitido, el 
ingreso de armas y drogas en cantidades incalculables, generando un problema de seguridad interna 
muy grave. Todos recordamos que los hechos de abril se desencadenaron a raíz de la posesión de un 
arma de fuego y el ataque mortal a un funcionario policial. Esto ya fue previsto por el Parlamento; la ley 
tendrá aspectos positivos y negativos, pero está vigente y es necesario avanzar hacia su cumplimiento. 
En ese sentido, sé que se han dado pasos y tengo la impresión de que probablemente en el 
establecimiento de Libertad estén mejor dadas las condiciones para que el Ejército comience a realizar 
esa tarea. No olvidemos que en Comcar se va a construir un complejo para unas 1.000 personas y 
todavía falta reconstruir los módulos 4 y 5. Esto genera una situación difícil porque aunque ese 
establecimiento tiene menos gente que antes de los motines del 25 de abril, sigue desbordado; pero 
con más razón, si va a haber una obra de esa magnitud, tiene que haber un muy buen control de 
entrada y de salida. Creo que la medida que dispuso el actual Comando del Instituto Nacional de 
Rehabilitación de que la Guardia Republicana revise a los funcionarios penitenciarios en algunos 
establecimientos como Comcar o Libertad, es un buen paso y es realista. En principio eso ha sido 
resistido, pero de alguna manera avanza hacia el restablecimiento del orden en materia de seguridad; 
ese primer paso no es completo, pero al menos se avanza hacia el objetivo que se fijó el Parlamento al 
votar esta norma. 


Por otra parte, ha habido normas que reglamentaron el otorgamiento de libertades 
provisionales y anticipadas. En ese sentido, destaco el Decreto N* 180/2010, que crea la Oficina de 
Supervisión de Libertades Asistidas -OSLA- porque esto ha significado un respaldo 
administrativo importante para los magistrados al disponer no solo la excarcelación provisional sino 
también las libertades anticipadas. Una vez más, creo que esta experiencia, que hasta el momento 
comprende a unos doscientos casos, tiene que ser vista más desde el punto de vista cualitativo que 
desde el punto de vista cuantitativo. Se nos podrá decir que solo son 200, que son pocos y que 
deberían ser más, pero estamos en un proceso de mayor inclusión y, aunque sean 200, el hecho de 
que el país cuente con ese respaldo es sumamente importante. Debemos apostar a que la experiencia 
que hasta ahora abarca solo a 200 personas pueda comprender a muchos más. El criterio de análisis 
que utilizamos es el mismo que el de las chacras; se nos podrá decir que solo son 200 en 9.400 
personas privadas de libertad y que podrían y deberían ser más, pero desde el punto de vista 
cualitativo es fundamental que se estimule la buena conducta y la progresividad. Por eso el valor de las 
chacras es mucho más importante de lo que los números en principio señalan. Con este seguimiento a 
las libertades ocurre lo mismo, porque hay que mirarlo desde una perspectiva que deberá apuntar a 
una mayor inclusión, sabiendo que al menos es un comienzo que tiende a superar un problema que se 
daba antes. Cuando en el año 2003 se votó la Ley N* 17.726, se reglamentó y se previó muy bien una 
lista de medidas preventivas. Se trataba de diez medidas que le daban a los magistrados una 
discrecionalidad muy amplia, y si una sede disponía que una persona que había cometido un delito 
debía presentarse en una comisaría -de acuerdo al numeral 1” del artículo 3% de esa ley- el problema 
era que no había un lugar para que cumpliera la medida. Se tenía a la persona sentada en un banco; 
en general, ello ocasionaba molestias y dificultades, y lo mismo ocurría en los Juzgados. Es decir que 
se tenía el mecanismo jurídico, pero no se contaba con los medios de ejecución de esas medidas. 


Si hacemos una encuesta entre operadores de la Justicia, Legisladores y Legisladoras, 
Academia y gente en general, y les preguntamos si están de acuerdo con la aplicación de medidas 
sustitutivas, el 99,9% va a contestar que sí, pero en la práctica el rendimiento de la norma va a ser muy 
pobre, porque falla el soporte para la ejecución. Por tanto, en este contexto, la creación de la OSLA es 
un avance y, definitivamente, hay que pensar en la incorporación de medios electrónicos como los de 
localización de personas para que, en los casos en que se disponga la prisión domiciliaria, no se trate 
solamente de un acto de fe, sino que sea una medida que tenga una posibilidad cierta de verificación 
por parte de los magistrados. Seguramente, teniendo este respaldo, los magistrados podrán ser más 
proclives a la utilización de esas medidas. 


En séptimo lugar, llegamos a las normas de Presupuesto. Este es un capítulo un poco 
engorroso y hemos tratado de sintetizarlo. En el informe pueden encontrar la mención a las leyes de 


Presupuesto de los períodos 2005-2009 y 2010-2014, con un destaque de cuáles son las cuestiones 
que refieren al Ministerio del Interior y, dentro de este, a la materia penitenciaria. Naturalmente, no 
hemos hecho mención detallada de las cuestiones porque sería sumamente engorroso. 


Voy a destacar seis aspectos principales de estas leyes presupuestales o de Rendición de 
Cuentas, y lo voy a hacer en orden cronológico. 


En primer término, el artículo 89 de la Ley N* 17.930 -Presupuesto 2005-2009- previó la 
posibilidad del pasaje gradual de los establecimientos dependientes de las Jefaturas de Policía 
departamentales a la órbita de la entonces Dirección Nacional de Cárceles. Esta fue una norma 
programática que en el primer período tuvo un solo ejemplo de ejecución, que fue la cárcel 
departamental de San José; cuando se inauguró la nueva cárcel en Juan Soler, se desafectó el viejo 
establecimiento pero, al mismo tiempo, se produjo el pasaje a la órbita de la Dirección Nacional de 
Cárceles. Esto fue en base a esta disposición. En este artículo 89 tenemos el antecedente de normas 
reglamentarias muy importantes que ahora están marcando el cronograma de cumplimiento de un plan 
de salida de las cárceles y que deberá completarse en el año 2015. Menciono esto porque si bien en sí 
misma, en los primeros años la norma no tuvo un gran rendimiento, fue el antecedente que posibilitó la 
elaboración de un cronograma de traspaso de esos establecimientos a partir de 2010. 


La segunda cuestión a destacar en materia presupuestal está dada por la Rendición de 
Cuentas del año 2005, la Ley N* 18.046, que creó 462 cargos en la entonces Dirección Nacional de 
Cárceles, Penitenciarias y Centros de Recuperación. Con esos cargos, que fueron provistos en el 
período anterior, se fueron completando muchísimas vacantes que existían y que hacían que la 
escasez de personal fuera aún más complicada de lo que es en la actualidad. Si bien todavía existen 
dificultades importantes debido a que hay establecimientos en los que la relación numérica entre 
personas privadas de libertad y guardias es absolutamente excesiva, la situación era peor antes de la 
creación de estos 462 cargos. Es decir que con eso se dio un primer paso. El segundo paso fue dado 
posteriormente, con la Ley de Emergencia y la creación de los 1.500 cargos de operadores 
penitenciarios. 


El tercer aspecto a destacar en materia penitenciaria es el siguiente. En la Ley N* 18.172 - 
Rendición de Cuentas del año 2006- se asignó una partida para obras, un refuerzo en las partidas de 
inversión, que al tipo de cambio de la época representaba aproximadamente US$ 1:700.000. 


El cuarto elemento a destacar tiene que ver con el hecho de que en la Rendición de Cuentas 
del 2007 -la Ley N* 18.362- en su artículo 148 se asignó otra partida de US$ 3:600.000. 


Menciono estas dos Rendiciones de Cuentas -la del 2006 y la del 2007- porque son el punto 
de arranque de las obras que comenzaron en el año 2008 y que fueron completadas con la partida de 
la Ley N* 18.667. 


En quinto término, menciono la Ley N* 18.719 -el Presupuesto 2010-2014- cuyos artículos 
219 a 230 suprimieron la Dirección Nacional de Cárceles y crearon el Instituto Nacional de 
Rehabilitación, iniciando un proceso de transición. En este momento -y así lo definen algunas normas 
reglamentarias- estamos viviendo un momento intermedio, que se inicia con la sustitución de la 
Dirección Nacional de Cárceles por el Instituto Nacional de Rehabilitación, cuya Ley Orgánica está 
pendiente de aprobación. El día que se apruebe -tema muy importante- comenzará definitivamente la 
etapa del Instituto. 


Finalmente, el sexto aspecto que quiero destacar es la creación, a través de la Ley de 
Rendición de Cuentas del 2010, de los cargos de Subdirecciones para el Instituto Nacional de 
Rehabilitación y la provisión de los cargos de coordinadores. 


Con esto completamos el panorama general en materia presupuestal aunque, desde luego, 
esto daría para ir mucho más a fondo. Sin embargo, asumiendo que es una cuestión engorrosa, al 
menos tenemos aquí los principales lineamientos. 


Al final del informe podrán encontrar una mención a la modificación de la Carta Orgánica del 
Comisionado Parlamentario y, al respecto, creo que es oportuno decir que la Ley N* 17.919, de 
noviembre de 2005, modificó el régimen de asignación del personal, sustituyendo la previsión inicial. 
En principio, al Comisionado Parlamentario se le iban a asignar diez funcionarios del Poder Legislativo, 
pero eso se cambió permitiendo que ingresaran a la institución hasta diez funcionarios en comisión. Lo 
que puedo decir con el correr del tiempo es que esta norma facilitó enormemente la puesta en marcha 
de la institución. 


Para concluir, quiero decir que he adelantado tres aspectos fundamentales de avance y otros 
tres asuntos pendientes. Reitero que los tres puntos de avance tienen que ver con la construcción de 
las 3.000 plazas, a las que -como adelanté en mi exposición- hay que deducir algunas que se cierran, 
como los celdarios metálicos del Penal de Libertad, la cárcel de Rocha y las temporalmente inutilizadas 
plazas de los módulos 4 y 5 del Comcar. Aun así da un saldo de unas 1.800 plazas. Además, esto no 
es todo; las obras anunciadas deberán ser concretadas, ya que es muy importante que se ejecute no 
solo la obra del módulo 10 del Comcar con esas 1.000 plazas, sino sobre todo el complejo de Punta de 
Rieles, es decir, la segunda etapa de Punta de Rieles que, si se construye de acuerdo con lo previsto y 
está terminada para comienzos de la próxima Administración, permitirá que el próximo Gobierno asuma 
con una situación muy distinta en materia de plazas penitenciarias. Probablemente no se supere 
totalmente el hacinamiento crítico, porque se han perdido algunas plazas, pero si se recuperan y se 
amplía lo proyectado, sin duda se va a llegar a un número más razonable. Esto es esencial, porque si 
se tiene la cantidad de espacio suficiente y se cuenta con los funcionarios, evidentemente, estaremos 
en condiciones de esperar de la Administración un mejor diagnóstico, clasificación y tratamiento de las 
personas privadas de libertad, pudiéndose augurar una mejoría en materia de inclusión social. 


El segundo aspecto que quiero mencionar como avance -ya lo dije- es que se ha provisto el 
49% de los cargos -es decir que falta ocupar ese poco más de 50% restante- y el tiempo nos permitirá 
apreciar mucho mejor lo importante que fue pasar este invierno. 


Como aspectos pendientes, reitero, es muy importante avanzar hacia la aprobación del nuevo 
Código Penal y, sobre todo, del Código del Proceso Penal; es necesario insistir en el cumplimiento del 
artículo 2% de la Ley N? 18.717 y la aplicación del artículo 14 de la Ley N* 17.897. 


Como dos cuestiones muy concretas a pensar, quiero dejar planteado lo siguiente. En primer 
lugar, es necesario prorrogar la vigencia del artículo 2% de la Ley N* 18.667: ese eventual respaldo que 
le puede dar al Ministerio del Interior el hecho de tener la posibilidad jurídica de contar con locales del 
Ministerio de Defensa Nacional más allá del 31 de diciembre de este año. En segundo término, por una 
cuestión de realismo, es indispensable prorrogar la vigencia del artículo 1? de la Ley N* 18.717, porque 
hace quince años que el Ejército está desarrollando funciones de custodia perimetral en algunos 
establecimientos y, en principio, es difícil pensar que el Ministerio del Interior, más allá del esfuerzo que 
pueda realizar, en un año esté en condiciones de reasumir esa tarea. Es más, creo que sería muy 
bueno que, por lo menos, durante toda la fase de transición, hasta que se apruebe la Ley Orgánica del 
Instituto Nacional de Rehabilitación y esté funcionando plenamente, el Ministerio del Interior cuente con 
el respaldo auxiliar del Ministerio de Defensa Nacional para la custodia perimetral y para el control de 
ingreso y egreso de personas y vehículos. 


Dicho esto, señor Presidente, quedo a las órdenes por cualquier aclaración que sea necesario 
realizar. 


SEÑOR MOREIRA.- La verdad es que el informe que ha elaborado el Comisionado 
Parlamentario me ha parecido excelente, sólido, pormenorizado y con fundamentos legales bien 
precisos. Creo que, además, cubrió todos los temas que en su momento el señor Legislador Trobo 
había planteado como una preocupación. Sin dudas, como parlamentarios nos debe preocupar aprobar 
buenas leyes, pero también debemos tener cuidado de que se cumplan; lo peor que le puede pasar a 
un Parlamento es que las leyes que aprueba no se ejecuten, porque eso hace que la gente comience a 
decir que los problemas no se resuelven por la vía legislativa. 


He escuchado con mucho interés el informe y me llamó la atención el tema de la reincidencia 
de los liberados por la Ley de Humanización y Modernización del Sistema Carcelario. Con respecto a 


ese punto, siempre habíamos escuchado que el guarismo se mantenía en el eje del 22% o 23%, 
cuando la reincidencia general por el régimen común roza el 70%. Evidentemente, la explicación de 
que el cómputo se había hecho hace 4 o 5 años es correcta, ya que es el transcurso del tiempo el que 
nos permite ver que el porcentaje es mayor. De cualquier modo, es sensiblemente más bajo que el 
observado en circunstancias comunes de liberación. Pero también es claro que, como se dice en el 
informe, el perfil de los liberados no es el mismo que el de los rapiñeros, que constituyen un porcentaje 
altísimo de la población reclusa. En el caso que estaba mencionando, se trata de gente que tenía 
delitos más leves y no los gravísimos, como son los homicidios, las rapiñas o aquellos delitos en los 
que hay pluriparticipación y con armas, porque esos estaban exonerados del beneficio de esta ley. De 
todas maneras, me parece interesante -y es obvio que tiene que ser así- que el seguimiento de la 
conducta del liberado por parte del Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados constituye un 
aporte relevante a la hora de impedir que vuelvan a delinquir, ya que por lo menos han bajado de un 
70% a un 39%, más allá de que sigue siendo un porcentaje superior al que estábamos sosteniendo. 


Me preocupan algunos aspectos, como por ejemplo el de la redención, sobre el que ya se ha 
explicado que son muy disímiles los resultados obtenidos en esta materia. Estos días hemos 
escuchado que el homicida múltiple de la década de los noventa, Pablo Goncalvez, está redimiendo ya 
alrededor de tres años y medio de pena. Sin embargo, en la última visita que hicimos al Comcar 
observamos que en esas condiciones de hacinamiento es muy difícil que alguien redima por trabajo, ya 
que ni siquiera hay trabajos para hacer, salvo los que se cumplen como tareas cotidianas de la cárcel; 
me refiero a la comida, la limpieza, el corte del pasto, etcétera. Creo que en este tema hay que trabajar 
mucho, pero para lograr resultados es absolutamente imprescindible que haya infraestructura edilicia 
que permita que los presos puedan trabajar. Me complace que sea la cárcel departamental de Colonia - 
como no podía ser de otra manera- la que funcione como un ejemplo en esta materia, puesto que el 
80% de los reclusos está trabajando. Pienso que el rol de los Gobiernos Departamentales es muy 
importante, porque la participación en tareas de poda de árboles y de limpieza por parte de reclusos de 
baja peligrosidad resulta un aporte interesante para el Ministerio del Interior. 


Otro tema de preocupación es el 5% que establece la ley para los contratos de obra pública. 
Si no me equivoco, había una norma anterior en esa materia; concretamente, existen dos normas en 
las que se establece una obligación sobre ese punto. Realmente, me resulta incomprensible que no se 
haya reglamentado y no se hayan establecido bonificaciones para aquellas empresas que cumplen con 
la ley. En este caso, me parece que hay una omisión importante, porque entendemos que para la 
rehabilitación es fundamental adquirir hábitos de trabajo. Quienes hemos visitado establecimientos 
carcelarios hemos visto que los presos son personas muy jóvenes y muchos de ellos nunca han 
trabajado en su vida. Más bien, han delinquido primero como menores y lo continúan haciendo luego 
como mayores, además de que tienen un bajísimo nivel educativo, ya que en su mayoría son 
analfabetos funcionales o no han culminado sus estudios primarios. Creo que en esos casos hay que 
hacer una gran tarea en los dos modos de redención, tanto por trabajo como por estudio. Sería 
interesante conocer las cifras finales de todo esto porque, a mi entender, se trata de una advertencia. 
Sin perjuicio de que ha mejorado la infraestructura edilicia, al menos en los grandes establecimientos 
carcelarios, que albergan alrededor de la mitad del total, esa mejora sigue siendo insuficiente, y me 
refiero concretamente al Comcar, a la cárcel de Libertad y a la de Canelones. 


Por otra parte, a pesar de que se trata de una norma que no voté y no me comprenden las 
generales de la ley, entiendo que el control de acceso y egreso por parte del personal militar es un 
punto a tener en cuenta, así como el relativo al vencimiento del plazo para el control perimetral. Esa 
iniciativa se puso en marcha vía decreto y hoy está establecida en la ley pero, si no me equivoco, tiene 
vencimiento para junio o julio del año que viene, por lo que me parece que tenemos encendida una luz 
amarilla. Ciertamente, me parece que es incomprensible que el Poder Ejecutivo siga anunciando que 
va a comprar los escáneres y por eso está el Ejército controlando el ingreso, cuando la ley se aprobó el 
24 de diciembre de 2010. Creo que luego de un año y ocho meses podemos decir que ha pasado un 
tiempo más que prudencial para que ese sistema fuera puesto en funcionamiento; incluso, me parece 
aún peor que ni siquiera exista la reglamentación. Ya no sé cuántas veces se ha dicho acá que el 
problema son los escáneres, pero primero se decía que faltaba el decreto reglamentario. La verdad es 
que ha pasado mucho más de un año y todavía no se ha concretado la compra de los escáneres. Si 
hay razones para apelar a las excepciones de urgencia del Tocaf, sin dudas este es un caso evidente 
en el que corresponde actuar en ese sentido, sobre todo teniendo en cuenta que en todos los informes 
del Comisionado Parlamentario se habla de que ingresan drogas masivamente a las cárceles y que 
también se introducen armas de fuego. Luego del motín del Comcar, en la última visita realizada nos 


dijeron que se habían encontrado más de 30 armas de fuego. Como es de conocimiento de todos, un 
arma de 9 milímetros fue la que generó todo ese proceso que culminó con los motines del Comcar y de 
la cárcel de Mujeres. Sin dudas, en este aspecto hay una razón más que fundamentada de urgencia 
para que una ley que se consideró la mejor solución para el problema se aplique cuanto antes. Por mi 
parte, no entiendo por qué el Ministerio del Interior no ha puesto en funcionamiento esta iniciativa que 
consideró apropiada para hacer un control de ingreso de estupefacientes, armas y teléfonos celulares. 
Precisamente, sobre esto último se ha dicho que constituyen una gran preocupación de las 
autoridades, puesto que los celulares pululan por todas las cárceles y circulan de forma absolutamente 
libre, a pesar de que desde el período de la ex-Ministra Tourné ya se había hecho el anuncio de que, 
mediante dispositivos, se iban a bloquear las comunicaciones por ese medio en los establecimientos 
carcelarios. De eso han pasado más o menos seis años y en este informe se señalan nuevamente 
como una gran preocupación, porque se trata de elementos que están subvirtiendo la convivencia 
pacífica, e incluso generando motines, tal como sucedió con los del Comcar y la cárcel de Mujeres, 
entre cuyos reclusos, por cierto, existen relaciones sentimentales y de familia. Este es otro punto en el 
que me parece pertinente poner el acento. 


Otro tema que no conocía y me llamó la atención de este informe es el concepto de seguridad 
dinámica entre los traslados. La verdad es que hablar de seguridad dinámica para el traslado de un 
establecimiento carcelario a otro resulta casi risible. Sobre este tema, por lo que vi, hay una resolución 
de la Dirección Nacional de Cárceles, Penitenciarías y Centros de Recuperación del año 2010. Me 
gustaría saber qué opinión tiene el Comisionado en este sentido, ya que en este tema hemos vivido 
muchas veces episodios de corrupción, con traslados que se han cobrado muy bien. Teniendo en 
cuenta que se cobran los traslados dentro de la propia cárcel -los mismos presos se encargan de 
trasladar presos de una celda a otra- me pregunto qué ocurre en el caso de traslados de cárceles de 
alta seguridad a cárceles departamentales. 


Por otro lado, quisiera saber, a juicio del Comisionado, si se está cumpliendo con el 
cronograma. Sinceramente, debo decir que yo esperaba encontrar una situación mucho peor cuando 
fuimos de visita al Comcar, hace un mes. A pesar de que había ocurrido el motín y los destrozos fueron 
horribles -no hablaremos de ese tema, pues ya lo hemos analizado- encontré mejor el lugar, pues me 
dio la sensación de que había mayor disciplina y más orden, a pesar de que en esos patios todavía se 
agrupan más de 100 presos. En este sentido, quisiera conocer la opinión del Comisionado acerca del 
establecimiento de la progresividad, pues sin duda el hecho de no tener la progresividad, la 
clasificación de reclusos y no abordar el tema de salidas transitorias puede comprometer el proceso de 
rehabilitación, que es muy vital para que algún día podamos decir que bajó la reincidencia del 70% al 
40% que aquí observamos. De esa manera tendremos menos presos y menos delincuentes en las 
calles, que es a lo que todos apuntamos. 


Aclaro que el tema de los traslados no me parece menor, porque ha generado episodios de 
corrupción en la historia del sistema penitenciario uruguayo. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Antes que nada, quiero agradecer al Comisionado Parlamentario este informe, 
que ha sido prolijo, ordenado, detallado, riguroso y que, básicamente, contempla muchos temas, que si 
bien habitualmente se tratan en esta Comisión, aquí están ordenados y sistematizados, lo cual nos 
permite dar una mirada holística, que muchas veces es la que nos falta. 


En principio, estoy de acuerdo con los tres puntos que se plantean a favor -por decirlo de 
alguna manera- y con los tres que tenemos pendientes. Me hago cargo de que aún no está la 
reglamentación del artículo 2%, lo cual es importante. También me hago cargo de la dificultad que puede 
existir, vencidos los plazos indicados oportunamente el 31 de diciembre de este año, con la prórroga 
correspondiente. Asimismo, nadie va a negar que todos los parlamentarios y parlamentarias tenemos 
un atraso grande en la aprobación de los Códigos correspondientes. En este sentido, creo que existe 
una coincidencia con lo que se señala en el informe brindado por el señor Comisionado. 


Quiero decir que no infiero de este informe que haya dificultades con la propuesta del 
Ministerio del Interior acerca de la clasificación de personas privadas de libertad. De alguna manera, la 
resolución fue adoptada por el Ministro del Interior y se planteó oportunamente que no tenía marcha 
atrás, que la clasificación se iba a seguir haciendo a pesar de las dificultades que se pudieran generar. 


Al respecto, digo que no fue menor el motín del Comcar en materia de seguir con el proceso de 
clasificación de las personas privadas de libertad. No veo esto como una dificultad ni como algo que 
genere conflicto, por lo que creo que estamos bien en eso. 


Asimismo, quiero reflexionar respecto al hecho de ponernos a hacer cuentas sobre las plazas. 
Las 3.000 plazas fueron construidas, o sea que está bien hablar de esa cifra. En este momento no 
contamos con esa cantidad, pero luego del motín del Comcar, por ejemplo, cabe preguntarse qué 
hubiera pasado si no las hubiéramos creado. La historia de las cárceles remite a la creación de plazas, 
a motines y a situaciones que hacen retroceder los avances que pueda haber justamente en materia de 
plazas y de mejoramiento edilicio. O sea, bienvenidas esas 3.000 plazas que se construyeron 
oportunamente y que permitieron que, a pesar de un motín complicado como el que hubo, no 
tengamos una situación mucho peor. 


Otro aspecto que quería destacar es el del papel de la Guardia Republicana. Comparto el 
planteo que ha hecho el señor Comisionado Parlamentario, pero a la vez quiero recalcar que comparto 
plenamente parte de su informe -que no desarrolló de manera verbal para ahorramos tiempo- que tiene 
que ver con lo que fue el traslado, a consecuencia del motín, de personas privadas de libertad a 
distintos establecimientos penitenciarios del país. Esto se hizo con el apoyo de la Guardia Republicana 
y no generó ningún tipo de conflicto, sino todo lo contrario, pues se trató de operativos correctos, que 
no significaron un plus a los problemas existentes, originados por los propios motines. En este sentido, 
creo que es necesario -tal como lo resalta el Comisionado Parlamentario en su informe- plantearlo 
como algo importante en cuanto al mejoramiento de algunas cosas en las que teníamos dificultades. 


También me hago cargo de cómo mejoró -ya lo habíamos escuchado en el informe del 
Comisionado Parlamentario- la atención médica cuando los servicios de ASSE comenzaron a hacerse 
cargo de la salud. Aquí se plantea que hay dos situaciones en las cuales eso todavía no se ha llevado 
adelante; si no recuerdo mal, creo que se trata del caso de los departamentos de Canelones y Rivera, 
pero tengo entendido que se está en proceso de que ASSE se haga cargo de ello. 


Con respecto a esa noción de seguridad dinámica, debo decir que a mí también me llamó un 
poco la atención la terminología, pues no la conocía. Quise informarme al respecto y, según creí 
entender -aunque quizás esté equivocada- muchas veces es necesario, por información que se pueda 
tener o por circunstancias de la propia convivencia interna en los establecimientos de reclusión, hacer 
traslados rápidos por problemas de seguridad. Seguramente, como bien se expresa en el informe del 
Comisionado, eso deviene en una práctica difícil de monitorear -consecuencia de la necesidad 
imperiosa de tomar ciertas medidas- y en posibles arbitrariedades. En lo personal, me quedo con el 
término “posibles”, porque tengo la plena certeza de que si el señor Comisionado Parlamentario 
hubiera percibido arbitrariedades o actos reñidos, hubiera procedido como lo hace cuando ocurren 
hechos de similar importancia. Entonces, tomo esto como una advertencia, más que como una 
constatación fehaciente. 


En lo que tiene que ver con el tema de los escáneres, no voy a hacer comentarios, ya que el 
señor Ministro del Interior fue interpelado -e incluso se pidió su censura- en la Cámara de 
Representantes por este tema, y basta leer la versión taquigráfica correspondiente para contar con 
toda la información al respecto. Incluso, hace pocos días se hizo una demostración sobre cómo van a 
funcionar. 


La última apreciación que quiero hacer tiene que ver con algo que dijo el Comisionado 
Parlamentario -que comparto- sobre las medidas alternativas a la prisión, habida cuenta de que en la 
Ley N* 17.726 -como bien dijo el doctor Garcé- se establecen diez literales, o sea, diez posibilidades 
que, en realidad, son usadas muy poco. Incluso, en una sesión de esta Comisión se planteó que se 
estaban haciendo algunas experiencias piloto en cuatro o seis juzgados. Recuerdo que nos generó 
alguna preocupación porque quienes caían en esos juzgados tenían otras posibilidades. Alguien podría 
decir: “¡Ojalá me toque en el juzgado piloto, así tengo más posibilidades!”. Sin embargo, como no 
estaba funcionando en un cien por ciento, el resultado podía ser otro. Este tema ya se habló en este 
ámbito. 


Como integrante de la Mesa de Trabajo sobre Mujeres Privadas de Libertad y de un grupo de 
trabajo que existe en el Ministerio del Interior -del que también forma parte la oficina del señor 
Comisionado- me gustaría informar que ya culminó la tarea sobre la posibilidad de la instrumentación 
de mecanismos electrónicos, sobre todo en cuanto a una experiencia piloto que vamos a realizar sobre 
violencia doméstica, vinculada a las medidas cautelares. Seguramente podamos comenzar a verificar 
si estos mecanismos son viables también para otras situaciones que no sean exclusivas de la violencia 
doméstica. En este momento estamos en los trámites de licitación, y la idea es que antes de fin de año 
se pueda comenzar a utilizar ese sistema; creo que lo importante es la seriedad con que se asumió ese 
trabajo. Hay experiencias positivas y negativas a nivel internacional de las que hemos tratado de 
aprender para generar una rápida respuesta a esta problemática; si sale bien, tal vez sirvan para 
universalizar o extender la aplicación de esos instrumentos electrónicos, que son también una medida 
alternativa viable, no solo para descongestionar el sistema carcelario, sino también para que aquella 
persona que cometió una infracción o un delito tenga una alternativa: la que la ley establezca. 


A efectos de sintetizar, diría que hoy tenemos la suerte de poder contar con este informe -a mi 
juicio, cualitativamente excelente- que se ha hecho con mucho rigor. Seguramente va a ayudarnos a 
ponernos en sintonía -presenta una muy buena recopilación de todas las leyes vinculadas a los temas 
que tratamos en esta Comisión- y en las mejores condiciones para seguir trabajando en los temas 
vinculados al sistema carcelario, reconociendo que tenemos una realidad que estamos tratando de 
cambiar, porque la población carcelaria ha aumentado en forma considerable. 


Por último, quiero resaltar -lo expresa el señor Comisionado en su informe, pero no lo 
verbalizó no porque se haya olvidado, porque tiene una memoria prodigiosa, sino porque forma parte 
del informe escrito- la importancia de su coordinación con la materia del Mecanismo Nacional de 
Prevención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles e Inhumanos o Degradantes. Creo que si 
bien estamos dando cumplimiento al artículo 10 de la ley que establece la creación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, es altamente loable que al poco tiempo de 
su instalación y con las dificultades locativas que aún tiene, se hayan logrado intercambios para 
coordinar esfuerzos en pro de la tarea que les es encomendada a las dos instituciones. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ALPUY.- Saludamos al doctor Álvaro Garcé, quien siempre nos ilustra en estos temas 
carcelarios. 


El señor Comisionado mencionó que el Ministerio de Defensa estaría proveyendo algún local 
para mejorar la falta de plazas. Mi pregunta radica en si tiene una idea de qué unidades se trata y si 
dentro de ese número de plazas están las que se podrían construir en el ex-Regimiento de Caballería 
N? 9, ubicado en la calle José Belloni y Aparicio Saravia. Creo que si se llevara a cabo, sería un gran 
logro por parte del Gobierno y, sobre todo, del Ministerio de Defensa Nacional al colaborar en la 
creación de dichas plazas, que seguramente necesitarán alguna adaptación de muy poca inversión 
porque se trata de edificios ya construidos. 


SEÑOR RADÍO.- Seré muy breve porque coincido con lo expresado por los Legisladores preopinantes, 
precisamente, en elogiar la calidad del informe presentado por el señor Comisionado Parlamentario. 


Asimismo, quisiera poner énfasis en algunos elementos que se expresan en el informe y que 
me parecen importantes. Una de ellos es la mirada positiva sobre el beneficio del régimen de libertades 
anticipadas que se efectuó con carácter excepcional a partir de la Ley de Humanización y 
Modernización del Sistema Carcelario. Me parece muy importante que a partir de allí registremos nada 
más que un 40% de reincidencia. Ojalá pudiéramos decir otra cosa, pero en realidad, en el contexto en 
el que nos encontramos, esa cifra parece aceptable. Eso es, también, un llamado de atención hacia 
quienes integramos el sistema político, a los efectos de construir consensos para tomar este tipo de 
medidas, porque es muy fácil salir a hacer discursos de índole populista -por decirlo de alguna 
manera- o demagógicos. Estas iniciativas funcionan como un camino de doble vía, ya que implican que 
el sistema político en su conjunto respalde este tipo de cosas, que creo que terminan arrojando 
resultados positivos como los que hoy tenemos arriba de la mesa. Insisto en que tienen que funcionar 
como un camino de doble vía en el sentido de que si mañana a mí me sobra medio voto y paso por 


encima de mi partido, de los Legisladores, de los acuerdos y de las normas, no habrá camino de doble 
vía que valga y estas cosas no van a funcionar. Entonces, cada uno va a tener la oportunidad para, 
desafortunadamente, realizar declaraciones públicas que no son convenientes y no apoyan estas 
acciones. Reitero que me parece bueno que hoy tengamos, en negro sobre blanco, un resultado 
positivo de esta experiencia excepcional. 


Por otro lado, me quiero referir al artículo 14 de la Ley N* 17.897 sobre la inclusión, en los 
pliegos de licitación de obras y servicios públicos  -que no se ha aplicado o se ha hecho 
incipientemente- del mínimo del 5% del personal afectado a tareas de peones o similares. Me pregunto 
si aquí no habría que realizar modificaciones legislativas porque, en realidad, un 5% del personal 
afectado a estas tareas es muy poco. Tal vez no estoy muy claro, pero ese porcentaje implicaría que 
de cada 20 peones que contrate una obra, solo uno va a ser un liberado. En realidad, no hay tantas 
obras que contraten 20 peones; se contratan varios trabajadores que cumplen muchas tareas. Tal vez 
este número debería ser ampliado -lo que implicaría modificaciones legislativas- porque, además de no 
aplicarse la norma, se trata de una disposición muy restrictiva. 


En cuanto al tema de la custodia perimetral, deberíamos pensar en si tiene contraindicaciones 
como para que deje de ser una medida transitoria; realmente, no sé si las tiene. Está bien que al 
momento de haberla establecido se le haya adjudicado el carácter de transitoria porque se trataba de 
una experiencia piloto, pero a esta altura ya no lo es. Y en virtud de que muestra resultados positivos, 
tal vez debiera dejar de ser una norma transitoria. 


Asociado con esto, quiero hacer una referencia particular al tema del control de ingreso y 
egreso de los establecimientos previsto en la Ley N?* 18.717, de diciembre de 2010. No creo 
que porque hayamos interpelado al señor Ministro no tengamos que hacer referencia al tema de los 
escáneres. De la misma manera, cada vez que surge el tema del bloqueo a los celulares, la referencia 
es que hay dos bibliotecas. La realidad es que antes había dos bibliotecas, ahora las hay y en el futuro 
las va a haber, pero eso no nos puede inmovilizar para siempre. En algún momento debemos tomar 
determinaciones y no seguir hablando de que hay dos bibliotecas sobre el bloqueo a los celulares. Y en 
este tema ocurre lo mismo. Yo estuve revisando la prensa hacia atrás y encontré que desde principios 
de siglo hay referencias a que hay que traer, estudiar o comprar escáneres. Sin embargo, hasta el día 
de hoy no aplicamos esta norma porque no sé qué pasa con los escáneres. Y sinceramente no me 
importa si se interpeló al señor Ministro y allí están los argumentos. En lo personal no voté la moción 
de censura; no me parece que haya que censurar al señor Ministro porque no se ponga en marcha 
esto. Pero en todo caso, aunque no la haya votado, tengo que ser crítico ante el hecho de que esto no 
se aplique, porque en este caso sí lo voté en el Parlamento y, por lo tanto, quiero que se ponga en 
práctica. Me parece que no puede seguirse haciendo la referencia a que los escáneres no se ponen en 
funcionamiento. Pongamos la gente a trabajar, porque además, ¿de qué estamos hablando? ¿De 
tecnología de punta? No; son unos detectores de metales, de drogas, etcétera. No estamos hablando 
de misterios metafísicos. Mientras tanto, pasan los meses, los años, y creo que esto no puede seguir 
sucediendo. 


Igualmente aprovecho la oportunidad -aunque sé que no es el momento- para decir que si 
tengo que pasar raya, sumar y restar, el saldo es favorable y positivo, y estoy contento de esto. De 
manera que me felicito y nos felicito. Creo que lo que falta es seguir en esta lógica de ponerse las pilas. 
Hay que echar para adelante; tenemos que cambiar la cabeza y ayudar a la sociedad a que cambie la 
cabeza. Yo soy un convencido de que alguna vez los regímenes de cárcel cerrados tendrán que ser 
confinados en un rincón del museo y deberemos pensar en cuestiones abiertas, con otra lógica. Sé que 
hoy estamos lejos de eso, pero creo que para ese lado es que tenemos que encaminar nuestras 
cabezas, las de los reclusos y las de la sociedad en general. Para eso es que debemos remar y 
tenemos que ayudar. 


SEÑOR GARCÉ.- Quiero agradecer los comentarios que, por su orden, han hecho el señor Senador 
Moreira, la señora Diputada Payssé, el señor Diputado Alpuy y el señor Diputado Radío. Además, 
adelanto que voy a trasladar ese reconocimiento al equipo y, en particular, a la doctora Gilet. 


Anoté cinco cuestiones planteadas por el señor Senador Moreira, seis por la señora Diputada 
Payssé, una por el señor Diputado Alpuy y tres por el señor Diputado Radío. Voy a tratar de ser lo más 


expeditivo posible, atendiendo al avance de la hora. 


La primera cuestión que planteaba el señor Senador Moreira estaba vinculada a la 
reglamentación del artículo 14 de la Ley N* 17.897. El Decreto N* 226/006 reglamentó la norma -el 
Decreto N* 225/006 reglamentó el artículo 13, en materia de redención de penas- y si se mira el texto, 
en principio está bien. Allí se prevé todo un mecanismo por el cual, incluso, cuando hay un 
incumplimiento de la norma que exige que por lo menos el 5% del personal afectado a determinadas 
tareas esté conformado por personas liberadas, se le debe comunicar a la Inspección General del 
Trabajo y de la Seguridad Social a los efectos de que esta proceda. Alguna vez tuve alguna diferencia 
de opinión en este caso, en el sentido de que la norma fallaba porque no preveía ningún tipo de 
sanción, pero ahora creo que la sanción está, porque el decreto reglamentario remite a las 
competencias de la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social. Recuerdo, de las épocas 
en que era Inspector General del Trabajo y de la Seguridad Social, que la Ley N* 15.903 establece todo 
un sistema de multas cuando se constata un incumplimiento; por lo tanto, en realidad el camino del 
artículo 14 más el Decreto N* 226/006 debería conducir a un resultado mucho mejor. Ahora bien, 
adelanto mi opinión sobre una de las cuestiones que planteaba el señor Diputado Radío: estoy 
absolutamente de acuerdo con la posibilidad de una intervención en materia legislativa que precise 
mucho mejor los caminos para lograr la aplicación de este buen sistema de inclusión. Es más, tomé 
nota y para la próxima sesión quiero hacer un aporte por escrito como insumo para la Comisión, 
porque creo que hay cuestiones, como la referida al artículo 2% de la Ley N* 18.717, en las que desde 
el punto de vista jurídico ya no hay mucho más para hacer, salvo la reglamentación del Poder 
Ejecutivo, pero desde el Parlamento se puede hacer, y mucho, en materia de reglamentación del 
artículo 14. 


El segundo aspecto que planteaba el señor Senador Moreira, y que también fue mencionado 
por el señor Diputado Radío, es la cuestión de la transitoriedad de la norma. Personalmente creo que 
tendría que ser prorrogada por lo menos por todo el tiempo que dure la transición a la efectiva 
implementación del Instituto Nacional de Rehabilitación. Esa transición comenzó con la Ley N* 18.719 
e irá hasta la sanción de la Ley Orgánica. Y en realidad la prórroga debería ser por toda esa transición 
más un plazo razonable, porque es un nuevo instituto que está surgiendo y que es difícil que, además 
de cumplir el cronograma previsto hasta el año 2015 para tener todas las cárceles, pueda reasumir la 
custodia externa. No me parece realista una previsión de ese tipo. De manera que me parece que es 
bueno pensar ya no solo en la extensión con plazos breves, sino mirar un poco más en perspectiva. 


El tercer aspecto planteado por el señor Senador Moreira es la cuestión de los celulares. La 
tenencia de celulares en un celdario de seguridad es absurda, y en este sentido creo que no hay otra 
alternativa: hay que bloquear esos celulares. Pero lo que hay que hacer al mismo tiempo por una 
cuestión de normas internacionales y nacionales, es asegurarles a esas personas la comunicación con 
el exterior. Esto está previsto en las Reglas Mínimas de Ginebra de 1955 y en el Decreto-Ley N* 
14.470. De manera que lo que hay que hacer es regularizar las comunicaciones, no impedirlas. Ahora 
bien, del mismo modo, en las cárceles de mínima seguridad o en los regímenes de confianza, es 
absurdo prohibir los celulares, porque son personas que están en un régimen abierto, es decir que 
podrían lo más y no podrían lo menos. Creo que una buena práctica, que se menciona en el informe, 
es la de la cárcel de Conventos, en Melo -una cárcel de mínima seguridad- donde se reglamentó el uso 
de celulares. Allí cada persona declara qué celular utiliza, que debe ser sin cámara. Entonces, si 
alguien tiene la sospecha de que un interno está en conexión indebida con el exterior, porque está 
utilizando mal esa facultad, se interviene la comunicación. En definitiva, me parece que hay que 
encauzar el régimen de comunicaciones con el exterior sin que se vulneren derechos y sin que se 
legitimen situaciones que son absurdas. 


En cuarto lugar, se mencionó el protocolo de seguridad dinámica, que era algo que también 
motivaba la intervención de la señora Diputada Payssé. Estoy seguro de la buena intención que tuvo el 
entonces Encargado del Despacho de la Dirección Nacional de Cárceles, el Inspector Horacio Zaugg. 
Estoy convencido de que cuando promovió esto, lo que quería era poner orden, en una situación donde 
no aparecía muy claro un flujo de traslados desde unidades más cerradas a más abiertas -progresión- 
o desde unidades más abiertas a más cerradas -regresión-. En la práctica, pese a ese protocolo en 
donde se establecía en qué condiciones se iban a hacer los traslados, lo que se hace es una 
resolución administrativa en la que se establece que un interno fue trasladado por decisión de 
determinada autoridad. No hay ningún tipo de explicitación o motivación de la decisión. Entonces, si lo 


que se quiere es tener mayor transparencia, se debe decir claramente que hay progresión porque se 
constató en determinadas circunstancias una buena conducta o que hay regresión porque hubo un 
hecho que fue motivo de sanción. Y tiene que quedar claro quién fue la autoridad que evaluó la 
conducta, porque entonces, de esa manera, empezamos a tener una mayor posibilidad de monitoreo. 
Aquí el problema no es solo la cuestión de la eventual corrupción o de las arbitrariedades que se 
puedan cometer; hay traslados que uno no entiende. Muchas veces se hace un pedido de informes y 
se contesta que fue por decisión de determinada autoridad, pero se quiere saber por qué la tomó; 
entonces, hay que hacer otra vez un pedido de informes. Creo que esto se podría corregir muy 
fácilmente si la autoridad administrativa hiciera una buena motivación, que es la fundamentación del 
acto administrativo. 


El quinto aspecto que planteaba el señor Senador Moreira estaba vinculado al cronograma de 
la transferencia. El 1% de agosto la cárcel departamental de Canelones pasó a la órbita del Instituto. 
Esto estaba planteado en el año 2007; había un decreto del entonces Ministro doctor Díaz, pero en 
aquel momento no se pudo cumplir. Entonces, me parece que hay que destacar la transferencia de la 
cárcel departamental de Canelones en las actuales circunstancias, porque está en una situación de 
caos. El hecho de que el Instituto actualmente se haga cargo de esto y se haya comenzado a cumplir 
correctamente el cronograma es muy destacable. Hay un decreto que prevé para el año 2012 la 
transferencia de las cárceles de Canelones, Rivera y Maldonado, es decir, los tres establecimientos 
más grandes fuera de la zona metropolitana. Si eso se cumpliera sería excelente; claro que Rivera y 
Maldonado hoy están mucho más ordenadas, por lo que va a ser más fácil. Para que el cronograma se 
cumpla hay que empezar bien y, en ese sentido, la transferencia de Canelones es un buen comienzo. 


Con respecto a lo que planteaba la señora Legisladora Payssé, anoté seis aspectos. En 
primer lugar, estoy absolutamente de acuerdo en que las personas privadas de libertad tienen que ser 
positivamente clasificadas, no por una cuestión de discriminación, sino a los efectos de que tengan un 
adecuado tratamiento. Esto que está planteado como un objetivo general en la Constitución o en las 
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas se tiene que hacer realidad en la práctica, y para eso hay que 
tener unidades cerradas, medias y abiertas, para que aquellos que lleguen a las unidades abiertas 
sean los que realmente se ganen esa posibilidad teniendo buena conducta. Por lo tanto, creo que el 
criterio general de las reglas mínimas plasmado en otras normas se debe mantener, y para eso es 
indispensable invertir, porque si no, mal se puede clasificar en un módulo con 250 plazas y 680 
personas. 


El segundo aspecto que planteaba la señora Legisladora es que las 3.000 plazas se 
construyeron -serán algunas más o algunas menos- pero el problema que siempre tenemos es saber 
cuál es el metraje que corresponde a una plaza. Pensamos que es el lugar donde razonablemente 
puede estar alojada una persona privada de libertad. Ahora bien, es verdad que hay que deducir 
algunas que se han cerrado; creo que el cierre de los celdarios metálicos de la cárcel de Libertad es un 
hecho histórico que hay que celebrar por lo que representaba, del mismo modo que hay que celebrar el 
cierre de la cárcel de Rocha. Ojalá que en el futuro se cierren unidades como la cárcel de Mercedes -y 
lo decía hoy el señor Legislador Novales- porque a esta altura está en condiciones inadmisibles. 
También se menciona en el informe que hay un proyecto, que voy a corregir porque de acuerdo a la 
información que tenía era para 180 plazas, pero hoy el señor Legislador Novales me dijo que se iba a 
ampliar la construcción a 260. Por lo tanto, esa es la cantidad de plazas que se van a hacer en el futuro 
próximo. 


El tercer aspecto que mencionaba la señora Legisladora Payssé tiene que ver con la 
intervención de la Guardia Republicana. Desde su reciente creación, la Guardia Republicana ha tenido 
una participación decisiva en el sistema penitenciario y lo ha hecho en situaciones de crisis. Ya 
mencioné los traslados que se hicieron el 26 de abril, un día después del motín de los módulos 4 y 5, 
donde como ya narré a la Comisión, 200 personas salieron en forma ordenada y fueron vistos por un 
médico. Realmente eso me pareció un cambio histórico y tal vez les pueda parecer exagerada la 
apreciación, pero toda la vida hemos cuestionado que en ocasión de los traslados hay golpizas antes 
de salir, durante el viaje y al llegar, y aquí por primera vez en medio de una situación de conflicto 
salieron 200 personas de manera ordenada. Debo reconocer que me parecía difícil que pudieran 
hacerlo, y me parece notable que en esa circunstancia se hiciera un procedimiento que de alguna 
manera tendía a empezar a restablecer una situación que era muy complicada. 


El otro aporte que ha hecho la Guardia Republicana y que los señores Legisladores habrán 
notado -porque escuché las apreciaciones de aquellos que fueron recientemente al Comcar- es que los 
equipos de Dirección de algunos establecimientos se renovaron. Hasta hace poco tiempo había 
problemas donde estaban algunos Directores, pero cuando el jerarca se trasladaba, el problema 
desaparecía; entonces, cuando se le empezó a dar participación a gente que no tenía ninguna 
experiencia carcelaria, hubo reacciones temerosas porque pensaban que la gente de la Guardia 
Metropolitana o de Coraceros iba a ser más dura e iba a haber más problemas de violencia 
institucional. La práctica demuestra todo lo contrario, porque ha habido un uso mucho más ponderado 
de la fuerza; todavía estamos lejos y el tema del uso de la fuerza da para hablar muchísimo, porque es 
fuente constante de quejas y de denuncias, pero empezamos a ver que las cosas se ordenan y que 
cuando se interviene, se hace de una manera más profesional. El gran problema que existía era una 
especie de movimiento pendular permanente que iba desde la complicidad o permisividad, hasta la 
brutalidad. El resultado de una intervención planteada de forma sana y con apego a las normas es 
poner las cosas en su justo eje: cuando es necesario, hay que usar la fuerza porque eso previene 
situaciones y males mayores. En ese sentido, creo que en el Penal de Libertad y en el Comcar la 
renovación de los equipos con gente de la Guardia Metropolitana ha sido un aporte que hay que 
destacar. Eso no quiere decir que los funcionarios realicen una gestión perfecta, pero si telefoneamos a 
los establecimientos a cualquier hora, el Director está y, si no está, está el Subdirector; y si les 
planteamos, por ejemplo, que hubo un posible abuso o una situación poco clara, la respuesta es: “Voy 
a averiguar y lo llamo”, y la llamada llega. Repito, creo que hay que destacar esas cosas. 


Con respecto al cuarto tema que planteaba la señora Legisladora Payssé, la experiencia 
demuestra que el nivel de atención a la salud donde está el Sistema de ASSE de Atención Integral de 
las Personas Privadas de Libertad es por lo menos aceptable -aunque sin duda es perfectible- y se ha 
salido de una situación casi permanente de omisión de asistencia. En Canelones en su momento hubo 
una situación que ameritó la presentación de una denuncia policial por omisión de asistencia; allí el 
servicio todavía no está en la órbita de ASSE y seguimos tropezando con las mismas dificultades. En 
estos días el Comando del Instituto Nacional de Rehabilitación designó a un médico policial, el doctor 
Avellanal, que tiene trayectoria en el sistema penitenciario, para generar al menos una mejor 
respuesta. Espero que mientras se procesa la ampliación del convenio para que Canelones, Rivera y 
Maldonado sean incluidos, por lo menos vayamos teniendo otra respuesta. 


Con respecto a los Juzgados, debo decir que inicialmente la experiencia piloto comprendía a 
seis. Estoy de acuerdo con lo que planteaba la señora Legisladora Payssé en el sentido de que se 
genera una inequidad porque si una persona fue procesada por uno de esos seis juzgados, va a tener 
la posibilidad de acceder a un programa de seguimiento y, por lo tanto, está en mejores condiciones de 
ser procesado sin prisión, con una medida sustitutiva, o de acceder antes a la libertad provisional 
vigilada. Desde su creación, lo que hace la OSLA es dar cabida a los veintiún Juzgados Penales de 
Montevideo, y esto hay que mirarlo desde una perspectiva que permita una mayor aplicación, porque 
por las mismas razones de equidad tendrían que estar comprendidos todos los Juzgados Penales del 
país. 


Con relación al Mecanismo Nacional de Prevención, efectivamente hemos tenido cuatro o 
cinco reuniones con el Directorio de la Institución Nacional de Derechos Humanos y todos estamos 
poniendo la mejor voluntad para que funcione. Creo que la clave es la coordinación, porque no tiene 
ningún sentido duplicar funciones; lo que tenemos que hacer es tener estándares comunes en el 
monitoreo de los lugares de detención para mayores -incluyendo las comisarías, ya que hoy no están 
siendo monitoreadas porque están fuera de las competencias del Comisionado- y agregar a los 
hospitales y a los hogares de menores. El señor Legislador Alpuy consultaba sobre la posible 
utilización de los locales del Ministerio de Defensa Nacional, y le respondo que sí, que una posibilidad 
es usar el Noveno Regimiento de Caballería, pero como muy bien lo plantea, en perspectiva, no se 
trata solo de utilizarlo transitoriamente o como respaldo, que fue la hipótesis que mencioné; si la norma 
lo permite, se podría pensar en reconstruir o reciclar esos locales. A propósito, ya hay una buena 
experiencia porque Punta de Rieles se reconstruyó sobre la base de algo que ya existía, con lo que se 
economiza tiempo y dinero, y creo que ese es un argumento adicional al que habíamos mencionado. 


En lo relativo a los tres temas que había planteado el señor Legislador Radío, quiero decir que 
puse a consideración de la Comisión datos objetivos sobre el capítulo | de la Ley de Humanización del 
Sistema Carcelario. Quiero destacar algo que está en el informe, y es que si no se hubiesen dado las 


libertades -aun considerando la reincidencia que hubo- hoy en lugar de 9.400 personas encarceladas, 
habría 9.700 o 9.800, y ese es el número que hay que tener a la vista. 


Ya adelanté mi parecer con respecto a la modificación legislativa del artículo 14 y lo mismo 
sobre la transitoriedad de la norma sobre el control perimetral. No es realista pensar que ese tema se 
va a resolver en un año y medio; es más, habría que planteárselo con una visión mucho más amplia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay una serie de temas pendientes sobre los que quisiéramos consultar y que 
podríamos incluir en el Orden del Día de la próxima sesión, que se realizaría el último jueves de 
octubre, en principio a la hora 15:00. La Comisión no va a reunirse en setiembre porque los señores 
Senadores vamos a estar considerando la Rendición de Cuentas. 


Agradecemos la presencia del doctor Garcé. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 49 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


